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Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

El 16 de julio, la SHCP publicó la Resolución 
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1. Comisión Reguladora de Telecomunicaciones 
 
La ley establece la creación de una nueva Comisión Reguladora de 
Telecomunicaciones, un órgano administrativo con: 
- Independencia técnica 
- Operatividad autónoma 
- Capacidad de gestión imparcial 
 
2. Geolocalización y Requerimientos Judiciales 
 
Aspectos destacados sobre la localización geográfica: 
- Definida como la "ubicación aproximada en tiempo real" de un equipo terminal móvil 
- Sujeta a requerimientos judiciales específicos 
- Mecanismo para identificación precisa de dispositivos móviles 
 
3. Retención de Datos de Comunicaciones 
 
Nuevas obligaciones para proveedores de telecomunicaciones: 
- Conservación de registros de comunicaciones 
- Incluye detalles de mensajes y llamadas 
- Medida orientada a facilitar investigaciones legales 
 
4. Identificación de Líneas Móviles 
 
Cambios en la regulación de líneas telefónicas: 
- Exigencia de CURP para mantener líneas activas 
- Medida de identificación obligatoria 
- Busca combatir el uso de líneas anónimas 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5763167&fecha=16/07/2025#gsc.
tab=0 
 

Criterios Poder Judicial de la Federación. 
 
Registro digital: 2030763 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: 2a./J. 32/2025 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR. SI LA PERSONA 
CONTRIBUYENTE NO IMPUGNA LA RESOLUCIÓN QUE LA NIEGA POR 
CUESTIONES FORMALES, NO PUEDE PRESENTARLA NUEVAMENTE. 
 
Hechos: Los órganos contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar 
la posibilidad de que la persona contribuyente que no impugnó la resolución de la 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5763167&fecha=16/07/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5763167&fecha=16/07/2025#gsc.tab=0
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autoridad fiscal que negó la devolución de saldo a favor por cuestiones formales, 
pueda presentar una nueva solicitud subsanando los elementos omitidos y aportando 
nuevos. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no es viable presentar una nueva solicitud de devolución de saldo a 
favor, cuando la autoridad fiscal negó total o parcialmente la primera por cuestiones 
formales, y esa determinación no fue impugnada. 
 
Justificación: El artículo 22 del Código Fiscal de la Federación establece el 
procedimiento para que la autoridad se pronuncie sobre las solicitudes de devolución 
de saldo a favor, una vez requeridos la información y los documentos necesarios. Si 
la autoridad niega la solicitud por cuestiones formales, el contribuyente puede 
controvertir esa decisión. De no hacerlo, no puede solicitar nuevamente la devolución 
subsanando las deficiencias en información y documentos o agregando nuevos. Si 
bien existe el deber de la autoridad de devolver las cantidades pagadas 
indebidamente, que a su vez conlleva el derecho a solicitar la devolución a través del 
mecanismo correspondiente, si no la autoriza por existir vicios formales, el 
contribuyente debe agotar los recursos administrativos, o bien, acudir al juicio 
contencioso administrativo. No agotarlos no implica una nueva oportunidad para 
solicitar la devolución, pues la autoridad ya emitió una determinación que sólo puede 
variar a través de una resolución judicial o administrativa. Estimar lo contrario 
atentaría contra el principio de seguridad jurídica, pues permitiría al contribuyente 
subsanar o, incluso, mejorar la solicitud inicial, sin haber agotado en su totalidad el 
procedimiento para obtener la devolución de saldo a favor.  
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de criterios 191/2024. Entre los sustentados por el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Pleno Regional en 
Materia Administrativa de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de 
México. 4 de diciembre de 2024. Mayoría de tres votos de los Ministros Yasmín 
Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Lenia Batres Guadarrama. Secretario: Netzaí Sandoval 
Ballesteros. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver la revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo) 39/2023, y el diverso sustentado por el Pleno Regional 
en Materia Administrativa de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de 
México, al resolver la contradicción de criterios 114/2023. 
 
Nota: De la sentencia que recayó a la contradicción de criterios 114/2023, resuelta 
por el Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Norte, con 
residencia en la Ciudad de México, derivó la tesis de jurisprudencia PR.A.CN. J/50 A 
(11a.), de rubro: "SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR. CUANDO 
NO SE COMBATA LA RESOLUCIÓN DE LA AUTORIDAD FISCAL QUE LA NIEGA, 
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PROCEDE PRESENTARLA NUEVAMENTE SUBSANANDO LOS REQUISITOS O 
DEFECTOS FORMALES DE LA PRIMERA O APORTANDO NUEVOS 
ELEMENTOS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 
de enero de 2024 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 33, Tomo V, enero de 2024, página 5219, con 
número de registro digital: 2028093. 
 
Tesis de jurisprudencia 32/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de cuatro de junio de dos mil veinticinco. 
 
Registro digital: 2030740 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Laboral 
Tesis: VII.2o.T.72 L (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LOS REQUISITOS DE 
PROCEDIBILIDAD PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 899-C DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO DEBEN INTERPRETARSE ESTRICTAMENTE EN SU 
LITERALIDAD, SIN QUE HAYA LUGAR A HACERLO DE MANERA ANÁLOGA, 
EXTENSIVA, SISTEMÁTICA, EQUIPARABLE O SIMILARES. 
 
Hechos: En un juicio de amparo directo, una persona trabajadora controvirtió el auto 
por el cual un Juez laboral tuvo por no presentada la demanda como consecuencia 
de no haber acreditado que agotó un procedimiento administrativo fiscalizador ante 
el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), dado que el secretario instructor lo 
requirió para tal efecto, como resultado de una interpretación por equiparación del 
artículo 899-C, fracción VI, de la Ley Federal del Trabajo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que los requisitos de 
procedibilidad previstos en el artículo 899-C de la Ley Federal del Trabajo deben 
interpretarse estrictamente en su literalidad, sin que haya lugar a hacerlo de manera 
análoga, extensiva, sistemática, equiparable o similares. 
 
Justificación: Los requisitos previstos en el artículo 899-C de la Ley Federal del 
Trabajo, al constituir una carga procesal que el gobernado debe cumplir a fin de 
acceder a la tutela jurisdiccional, se tornan en un listado limitativo, no enunciativo, 
por lo que se deben interpretar estrictamente en su literalidad, sin que haya lugar a 
hacerlo de manera análoga, extensiva, sistemática, equiparable o similares. 
De lo contrario, admitir métodos de interpretación distintos al literal, se vulnerarían 
los principios de legalidad y seguridad jurídica, puesto que el gobernado no contaría 
con certeza legal de cuáles requisitos cumplir para judicializar un conflicto de 
seguridad social, lo que conllevaría que la procedibilidad del caso quedara al arbitrio 
y discreción del operador jurídico, hipótesis que iría en contra de la voluntad del 
legislador federal de limitar los presupuestos procesales para promover un conflicto 
de seguridad social a través del artículo 899-C de la Ley Federal del Trabajo, que 
constituye un listado limitativo. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 923/2023. 16 de mayo de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Carlos Moreno Correa. Secretario: Marcelo Cabrera Hernández. 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2030741 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Laboral 
Tesis: VII.2o.T.73 L (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
CONTRATO POR OBRA Y TIEMPO DETERMINADO. EL PATRÓN DEBE EXHIBIR 
EN JUICIO LOS DOCUMENTOS PARA ACREDITAR LA CAUSA OBJETIVA DE LA 
CONTRATACIÓN, AUN CUANDO CONTENGAN INFORMACIÓN CONFIDENCIAL 
O SUJETA A SIGILO EMPRESARIAL. 
 
Hechos: En un juicio laboral la parte patronal sustentó la contratación por obra y 
tiempo determinado de su trabajador en diversos pedidos, órdenes de trabajo o 
contratos celebrados con sus clientes; sin embargo, manifestó encontrarse 
imposibilitada para exhibirlos, argumentando que contenían información confidencial 
o sujeta a sigilo empresarial. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el patrón debe 
exhibir en juicio los documentos para acreditar la causa objetiva de un contrato por 
obra y tiempo determinado, aun cuando contengan información confidencial o sujeta 
a sigilo empresarial. 
 
Justificación: El deber de acreditar la causa objetiva que justifica una contratación 
por tiempo determinado deriva de los artículos 37, fracción I, 804, fracciones I y V, y 
805 de la Ley Federal del Trabajo, los cuales permiten este tipo de contratación 
laboral sólo cuando la naturaleza del trabajo lo exija y corresponde al patrón 
demostrar fehacientemente esta causa. Ahora, la circunstancia de que el patrón 
sustente dicha causa de contratación en documentos que contengan información 
confidencial o empresarial, no impide que sean presentados al juicio para demostrar 
la legalidad de la contratación, pues el propio sistema jurídico prevé medidas de 
resguardo y protección como la posibilidad de acordar el manejo reservado de los 
documentos, limitando su consulta a las partes, abogados autorizados y personal 
jurisdiccional. Asimismo, pueden utilizarse versiones públicas de los documentos, 
testando datos sensibles sin eliminar el contenido esencial para fines probatorios, o 
bien, el juzgador puede mantener tales documentos bajo resguardo para que no se 
hagan públicos ni formen parte del expediente físico o electrónico sin autorización 
judicial. Por tanto, la confidencialidad de los documentos en los que se sustenta la 
contratación por obra o tiempo determinado no exime al patrón de su obligación 
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probatoria, ya que existen mecanismos para que la documentación con información 
sensible se maneje con sigilo. De este modo, las empresas están obligadas a 
presentar dichos documentos ante el tribunal laboral, solicitando en todo caso las 
medidas de protección pertinentes, a fin de que la autoridad laboral pueda verificar 
la legalidad de la contratación temporal del actor. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 1021/2023. 22 de mayo de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: 
Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez. 
 
Registro digital: 2030751 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Constitucional 
Tesis: II.1o.A.28 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
IMPUESTO A LA EMISIÓN DE GASES CONTAMINANTES A LA ATMÓSFERA EN 
EL ESTADO DE MÉXICO. EL CONGRESO LOCAL ESTÁ FACULTADO PARA 
REGULARLO. 
 
Hechos: Diversas personas jurídicas promovieron amparo indirecto contra los 
artículos 69 S al 69 S Sexies del Código Financiero del Estado de México y 
Municipios que gravan la emisión de gases a la atmósfera, al considerar que se 
invade la esfera competencial del Congreso de la Unión en materia tributaria. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el Estado de 
México tiene la facultad para ejercer su potestad tributaria en la regulación del 
impuesto a la emisión de gases contaminantes a la atmósfera, ya que: 1) no existe 
una reserva expresa en favor de la Federación ni una restricción constitucional que 
prohíba dicha acción; y 2) se vincula directamente con la protección del aire, 
considerado un recurso natural esencial para el medio ambiente. 
 
Justificación: No existe una reserva expresa para la Federación ni una restricción 
específica que prohíba al Estado de México ejercer su potestad tributaria para regular 
el impuesto a la emisión de gases contaminantes a la atmósfera. Como la legislación 
reclamada se vincula con la emisión de ciertas sustancias a la atmósfera, el recurso 
natural comprometido con esta actividad específica no se limita al espacio físico 
sobre el territorio nacional en general, sino que se refiere específicamente al aire. 
Esto revela que la normatividad estatal comparte una preocupación por la protección 
del medio ambiente y la regulación de emisiones contaminantes, centrándose en la 
atmósfera como un recurso natural que requiere protección y preservación, de modo 
que no existe disposición legal que impida que la entidad federativa establezca y 
regule dicho impuesto dentro de su territorio. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
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SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 215/2023. Suburbia, S. de R.L. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2024. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Amparo en revisión 291/2023. PFS de México, S.A.P.I. de C.V. 22 de marzo de 2024. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: 
Gabriel Camacho Sánchez. 
 
Registro digital: 2030752 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: II.1o.A.30 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
IMPUESTO A LA EMISIÓN DE GASES CONTAMINANTES A LA ATMÓSFERA EN 
EL ESTADO DE MÉXICO. EL CONSUMO DE ENERGÍA ELÉCTRICA 
CONSTITUYE UN PARÁMETRO OBJETIVO PARA CALCULARLO. 
 
Hechos: Diversas personas jurídicas promovieron amparo indirecto contra los 
artículos 69 S al 69 S Sexies del Código Financiero del Estado de México y 
Municipios que gravan la emisión de gases a la atmósfera, al considerar que se 
invade la esfera competencial del Congreso de la Unión en materia tributaria. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que tomar como base 
el consumo de energía eléctrica para calcular el impuesto a la emisión de gases 
contaminantes a la atmósfera en el Estado de México constituye un parámetro 
objetivo que no implica gravar dicho consumo. 
 
Justificación: La naturaleza jurídica del impuesto ecológico no es disuasoria respecto 
del uso de energía, sino que busca que se invierta en el desarrollo de tecnología para 
que, con ello, se disminuyan los costos de su producción (los cuales ahora tendrán 
que incluir el pago del "tributo verde", como reconocimiento de los impactos negativos 
y los costos de su reparación o paliación, tanto ambiental como social). Tomar como 
base la energía eléctrica para calcular el tributo ecológico busca un impacto positivo 
en el cuidado del medio ambiente, el que está inserto en el propio diseño de la base 
del impuesto, toda vez que mientras más eficaz sea el tributo, menos se recaudará, 
hasta que se llegue a la neutralidad fiscal (que el impuesto no genere mayores cargas 
económicas), es decir, que ya no existan efectos negativos externos qué gravar o 
que sean tan reducidos que resulte más gravoso para la administración tributaria 
respectiva su recaudación. Por ende, si el proceso productivo contamina menos, 
menos impuesto se pagará y menos costos se generarán, pues será más rentable 
invertir en mejorar el proceso productivo que seguir pagando un monto alto del tributo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 215/2023. Suburbia, S. de R.L. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2024. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Amparo en revisión 291/2023. PFS de México, S.A.P.I. de C.V. 22 de marzo de 2024. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: 
Gabriel Camacho Sánchez. 
 
Registro digital: 2030753 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: II.1o.A.29 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
IMPUESTO A LA EMISIÓN DE GASES CONTAMINANTES A LA ATMÓSFERA EN 
EL ESTADO DE MÉXICO. SU BASE ESTÁ RELACIONADA CON LA CANTIDAD 
DE EMISIONES DE GASES QUE SE DESECHAN A LA ATMÓSFERA. 
 
Hechos: Diversas personas jurídicas promovieron amparo indirecto contra los 
artículos 69 S al 69 S Sexies del Código Financiero del Estado de México y 
Municipios que gravan la emisión de gases a la atmósfera, al considerar que se 
invade la esfera competencial del Congreso de la Unión en materia tributaria. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la base del 
impuesto a la emisión de gases contaminantes a la atmósfera en el Estado de México 
está relacionada con la cantidad de emisiones de gases que se desechan a la 
atmósfera, incluyendo las derivadas del consumo de energía eléctrica y térmica. 
 
Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el 
amparo en revisión 1071/2018, sostuvo que la base de los impuestos ecológicos se 
relaciona con la cantidad de emisiones de gases que de manera directa e indirecta 
se desechan a la atmósfera, por la utilización del ambiente, así como por el consumo 
de un recurso ambiental o de una fuente de energía. Si se considera que estos 
impuestos gravan actividades que generan impactos negativos en el medio ambiente 
con el objetivo de desincentivarlos y promover prácticas más sostenibles, es evidente 
que su base se encuentra estrechamente vinculada con la cantidad de emisiones de 
gases contaminantes a la atmósfera. Por ende, si los compuestos y gases de efecto 
invernadero se generan como consecuencia del consumo de energía eléctrica y 
térmica derivado de diversas actividades o procesos, es necesario que el hecho y la 
base imponible tomen en consideración unidades físicas sobre las cuales se tenga 
certeza de su consumo. Si el consumo de energía se ha identificado como una de 
las principales causas de emisiones contaminantes, entonces la cuantificación del 
consumo de energía, medida en megawatts por hora (MWh), proporciona un 
parámetro claro y objetivo de la cantidad de gases contaminantes que se generan, 
usando únicamente como referencia el consumo de energía. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 215/2023. Suburbia, S. de R.L. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2024. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Amparo en revisión 291/2023. PFS de México, S.A.P.I. de C.V. 22 de marzo de 2024. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: 
Gabriel Camacho Sánchez. 
 
Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la 
contradicción de criterios 13/2025, pendiente de resolverse por el Pleno Regional en 
Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad 
de México. 
 
La parte conducente de la sentencia relativa al amparo en revisión 1071/2018 citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de 
octubre de 2020 a las 10:33 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 79, Tomo I, octubre de 2020, página 289, con 
número de registro digital: 29531. 
 
Registro digital: 2030750 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: II.1o.A.31 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
IMPUESTO A LA EMISIÓN DE GASES CONTAMINANTES EN EL ESTADO DE 
MÉXICO. SE FUNDAMENTA EN EL PRINCIPIO "QUIEN CONTAMINA PAGA". 
 
Hechos: Diversas personas jurídicas promovieron amparo indirecto contra los 
artículos 69 S al 69 S Sexies del Código Financiero del Estado de México y 
Municipios que gravan la emisión de gases a la atmósfera, al considerar que se 
invade la esfera competencial del Congreso de la Unión en materia tributaria. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el impuesto a la 
emisión de gases contaminantes a la atmósfera en el Estado de México se 
fundamenta en el principio "quien contamina paga". 
 
Justificación: El impuesto a la emisión de gases contaminantes a la atmósfera en el 
Estado de México no grava la energía eléctrica, lo que busca es remediar o al menos 
paliar los efectos negativos que se originan en un proceso que contamina o que tiene 
un impacto ecológico, de modo que la persona autora, en vez de trasladar a la 
sociedad y al Estado la carga económica de reparar esos efectos negativos o 
externalidades, como agente contaminante tiene que pagar el coste respectivo, con 
base en el principio "quien contamina paga". En lugar de ser un gravamen sobre la 
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energía utilizada, este impuesto actúa como un mecanismo de corrección que refleja 
los verdaderos costos sociales y ambientales de la contaminación atmosférica. 
Proporciona un incentivo económico para la reducción de emisiones, y puede generar 
ingresos que pueden ser destinados a financiar programas y proyectos ambientales, 
como la investigación en tecnologías limpias, la conservación de la biodiversidad y la 
promoción de energías renovables. Por tanto, este impuesto no sólo contribuye a la 
protección del medio ambiente, sino que también puede impulsar la transición hacia 
una economía más sostenible y respetuosa con el entorno. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 215/2023. Suburbia, S. de R.L. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2024. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 
 
Amparo en revisión 291/2023. PFS de México, S.A.P.I. de C.V. 22 de marzo de 2024. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: 
Gabriel Camacho Sánchez. 
 
Registro digital: 2030756 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: I.20o.A.88 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
MARCAS CON PALABRAS GENÉRICAS O DE USO COMÚN. CRITERIOS PARA 
DETERMINAR LA SIMILITUD EN GRADO DE CONFUSIÓN. 
 
Hechos: Una persona solicitó el registro como marca de un diseño que comprendía 
las palabras "salud" y "todos". El Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial negó 
el registro al considerar que era similar en grado de confusión con otras marcas que 
incluían esas palabras. En el juicio de nulidad promovido en su contra, la Sala 
competente confirmó la validez de la resolución impugnada. Contra esta 
determinación promovió amparo directo.  
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la protección de 
signos que contienen términos o expresiones de uso común debe atender a su 
combinación específica y distintiva, y no sólo a su semejanza fonética, gráfica o 
conceptual. 
 
Justificación: El artículo 173, fracción XVIII, de la Ley Federal de Protección a la 
Propiedad Industrial establece que un signo no será registrable si es idéntico o 
semejante en grado de confusión a una marca en trámite o previamente registrada 
para productos o servicios similares. Sin embargo, esta prohibición no debe 
traducirse en la concesión de un monopolio sobre expresiones genéricas o de uso 
común, sino en un análisis integral que evalúe la coexistencia pacífica de marcas con 
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elementos similares, siempre que sus diferencias sean suficientes para evitar 
confusión en los consumidores. Para determinar si se actualiza la prohibición de 
registro deben valorarse factores como la relación entre los servicios amparados, los 
canales de comercialización, el público de referencia y su posible carácter competidor 
o complementario. Asimismo, debe considerarse que la protección otorgada a una 
marca con términos genéricos o de uso común será directamente proporcional a la 
originalidad y distintividad de sus componentes adicionales, evitando otorgar 
derechos exclusivos sobre palabras que carezcan de una identidad que las diferencie 
en el mercado. En ese sentido, el análisis de similitud en grado de confusión entre 
marcas registradas que incluyen términos genéricos o de uso común debe realizarse 
bajo un criterio flexible y no estricto. Esto implica que no basta con evaluar la 
semejanza fonética o gráfica de los signos en disputa, sino que es necesario 
considerar: a) la combinación distintiva de los elementos adicionales, b) la percepción 
del consumidor promedio, y c) la especialización de los servicios amparados. Bajo 
este enfoque, el titular de una marca que incorpora términos genéricos o de uso 
común asume, en principio, una protección más limitada y debe aceptar la 
coexistencia de signos similares, siempre que la combinación distintiva de los 
elementos y los productos o servicios que pretenden proteger permitan, al menos 
mínimamente, su diferenciación. Esto garantiza un equilibrio entre la protección 
marcaria y la libre competencia en el mercado. 
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 340/2024. 13 de febrero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Silva García. Secretario: Edmundo Hinojosa Muñoz. 

 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 
Imagen: IS. Héctor Rayas.


